Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 12 minutos) 


En nombre de la Comisión de Salud Pública, damos la bienvenida a la delegación del Sindicato Médico del Uruguay que hace 
bastante tiempo nos solicitó una entrevista para plantear el tema de los seguros de responsabilidad civil. 


SEÑOR CAGNO.- En primer lugar, quisiera agradecer que nos hayan recibido para poder plantear el asunto que motiva nuestra 
presencia. Ante un problema real, que es el aumento del número de demandas a las instituciones médicas y, por ende, a los 
colegas, los altos costos de los seguros para quienes desean protegerse en su patrimonio de dichas demandas y las posibilidades 
que nos daba la existencia de un proyecto en tal sentido del escribano Dardo Ortiz, es que nos encontramos aquí para manifestar 
nuestro deseo de lograr modificaciones de los plazos de prescripción de las demandas en el campo médico y en otras profesiones 
liberales, porque el tema también abarca a otras profesiones. 


Quisiéramos manifestar los argumentos que nos motivan a insistir en el tema, para lo cual le cedería la palabra al doctor Puig, que 
es quien tiene el planteo más esquematizado, por lo que podría abreviar la presentación. 


SEÑOR PUIG.- Desde hace cinco años venimos trabajando en este tema en la Comisión de seguimiento del seguro, sin conseguir 
solucionar esta situación. Por suerte se ha encontrado el proyecto del ex Senador Dardo Ortiz, que ahora ha sido retomado y 
mejorado con el proyecto de la Senadora Pou y del señor Senador García Costa. 


Pensamos que lo prioritario es el tema de las instituciones de asistencia médica y queremos que sea visto así para no confundir 
con un problema de los médicos. Las instituciones hoy en día son las más frecuentemente demandadas porque tienen un rubro que 
es dinero a la vista, que es el que ingresa todos los meses, y ante la sentencia de un Juez, haya las deudas que haya, se paga. De 
manera que, prioritariamente, son demandadas las instituciones y éstas tienen los veinte años de responsabilidad contractual, lo 
que nos parece absolutamente desajustado a la época en que vivimos. Se les obliga a las instituciones a mantener depósitos de 
archivos y de documentos actualizados de todos los actos médicos de los últimos veinte años por la eventualidad de que hubiera 
una demanda, aunque fuera un problema menor. Parece claro que no tiene sentido que durante veinte años haya que mantener 
todo eso. En este momento el CASMU tiene una demanda por una operación de hace diecinueve años. 


Esto se complica porque en algunas instituciones absolutamente bien definidas, los Departamentos Jurídicos han tomado como 
sistema, en todas las demandas que reciben, citar en garantía a los técnicos que figuran en la historia clínica. Por ejemplo, en la 
situación que mencionaba recién, la institución por relación contractual está comprendida y el Juez admite la demanda, pero como 
cita en garantía al técnico, automáticamente pasa a tener relación contractual con la institución y se incorpora a la demanda. Si 
estuviera equivocado me gustaría escuchar una opinión del doctor, pero es lo que hemos aprendido; nos han dicho que desde el 
punto de vista procesal es así. En la situación que estoy comentando está ocurriendo esto: el caso está prescripto para el técnico 
porque han pasado los cuatro años de relación extracontractual, pero al ser citado en garantía, fue incorporado a la demanda, a lo 
que hay que agregar que, como la operación fue hace diecinueve años, en ese momento no existía seguro. Cuando surgió un 
seguro, lo contrató, pero está descubierto porque en esa época no existían, y además está jubilado. Es algo que de ninguna 
manera se puede admitir. 


Entonces, lo que pedimos es bajar esa responsabilidad contractual de veinte años a cuatro, como la extracontractual, y si fuera 
posible a dos, como se hizo en materia laboral hace dos años. 


Por otra parte, se presenta en el proyecto -y ya lo planteaba el escribano Dardo Ortiz- el problema de los montos de las demandas 
de indemnización, porque en la práctica no tienen límite. Entonces sucede que una persona se asegura su operación con una cuota 
de $ 1.000, pero si se muere o le va mal, se hace privada y reclama por U$S 200.000. Parecería que ese cambio de sistema 
económico no fuera compatible con la realidad. Podrá pedir que le devuelvan la cuota, pero no que le paguen U$S 200.000. 
Además, la cuota está congelada. ¿De qué rubro saca la institución para pagar la indemnización? La cuota social es para pagar 
asistencia y no indemnizaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hace algunos años, cuando hice el seguimiento de este tema, hablé con abogados y se me manifestó que 
si bien las demandas eran por cifras astronómicas, en realidad los jueces habían adoptado una política de racionalidad por la cual, 
en los casos en que le asistía razón y derecho al reclamante, los montos exigidos eran muy inferiores; en aquel momento me 
hablaron de U$S 40.000 o U$S 50.000 como máximo. ¿Esa situación ha cambiado? 


SEÑOR PUIG.- Creo que esa situación se mantiene y, generalmente, cuando los jueces emiten la sentencia, le sacan el cero de la 
derecha a los montos de la indemnización. De cualquier manera, la propuesta, la demanda, el reclamo, la contestación, tiene que 
oponerse a una demanda por U$S 200.000 o U$S 300.000. Lo hemos visto y tenemos este tipo de casos. Creo que es racional que 
a las instituciones, teniendo en cuenta la crisis que se vive, y a los técnicos dependientes que están en la misma situación porque 
cobran o no cobran, se les ponga un tope. Ahora bien; el que tiene una actividad privada, está en una circunstancia diferente. 


Por eso, los que vinimos a la Comisión a insistir sobre este asunto, no queremos que se confunda el tema de las instituciones -que 
es prioritario- con el de los médicos, ya que hay distintas formas de relación y distintas situaciones, en razón de que están aquellos 
que solamente son dependientes y los que -aunque son pocos- tienen una actividad privada. Estos últimos tendrán que ver cómo 
resuelven su problema. 


En definitiva, hemos venido a plantear esos dos aspectos, y consideramos que también hay que poner un tope en el monto de lo 
que se reclama en la demanda. 


Hay otro tema -que también figura en el proyecto del ex Senador Dardo Ortiz- al que queremos referirnos, ya que parecería que en 
el día de hoy no estaría justificado; me refiero a que todos los jueces se asesoran designando peritos, pero esto es atribución del 
Juez. Precisamente, aquel proyecto tenía la indicación preceptiva de que en todas las demandas por responsabilidad médica, 
debería haber un perito académicamente calificado. Por tanto, tendría que ser un perito de la Comisión de Salud Pública o de la 
Facultad de Medicina. Me parece que como el Juez tiene ciertas atribuciones, podría haber alguno que no designara perito y que le 
fuera suficiente con los testigos, ya que no está obligado a tal designación. Este es un tema que estaba en aquel proyecto y que 
valía la pena traerlo a colación. 


Por ahora, no tengo más nada para agregar. Muchas gracias. 


SEÑOR CAGNO.- Quería agregar que hay otro beneficio en la modificación del plazo contractual, que es el propio, a través del 
Banco de Seguros. Precisamente, hay casi mil médicos adheridos a esta institución a través del seguro de responsabilidad civil; se 
debe depositar, por cada demanda, ya sea directamente o por llamado en garantía, aproximadamente el 30% del monto 
demandado. Al reducirse los plazos y el máximo, el Banco de Seguros se beneficia también de esa reducción en plazos y en 
montos, lo cual no es algo a despreciar, en el momento actual, por la institución que necesita mejorar su economía. 


SEÑOR EL TERS.- Estuvimos reunidos en la Mesa del Comité Ejecutivo junto a esta Comisión de responsabilidad civil que viene 
trabajando desde hace mucho en el Sindicado Médico, y luego de analizar el proyecto de ley presentado en la Cámara de 
Senadores, entendimos que esta entrevista era muy importante -más allá de que la iniciativa no está a estudio aquí- porque allí se 
trataron temas específicos del área de la salud, y no digo del área médica. Por tanto, creo que era muy trascendente que nos 
escucharan, que estuvieran al tanto del proyecto y que supieran la posición del Sindicato. Precisamente, el Sindicato Médico va a 
apoyar este proyecto porque entiende que se comienza a legislar algo que es bastante oscuro. 


Además, con el tema extracontractual, si bien se ha legislado en relación directa y se ha puesto un tope de años, por otros 
mecanismos y por interpretaciones que dependen muchas veces de los jueces, los funcionarios y de todos aquellos que trabajan a 
nivel contractual con la mutualista -me refiero a los profesionales universitarios como médicos, licenciados en enfermería, 
psicólogos, abogados, escribanos, contadores, economistas e incluso a todos aquellos que no son universitarios- se ven 
perjudicados por esta vía indirecta de demanda. Como bien decía el colega que me precedió en el uso de la palabra, el doctor Puig, 
muchas veces estas personas pueden estar jubiladas o fallecidas y la demanda llega a sus familiares. Por lo tanto, nosotros 
queremos reglas claras para poder trabajar con total seguridad, en el entendido de que todos los médicos, profesionales y 
trabajadores de la salud, tratamos de ser lo más responsables posible en cuanto al tratamiento de cualquier patología o de 
cualquier paciente. A pesar de que la medicina es una ciencia, lo que importa es brindar el componente humanitario, tanto en un 
hospital de salud pública como en una mutualista. 


Entonces, creemos que con este proyecto las reglas son claras y además se pone un tope a esas demandas, que es lo que plantea 
la realidad de las mutualistas del presente y del futuro. Recordemos que son organizaciones que no persiguen un fin de lucro, que 
cumplen un papel importantísimo en nuestra sociedad y que no nos imaginamos al Uruguay sin ellas. En el futuro van a seguir 
existiendo y nuestro anhelo es que se fortalezcan, al igual que todo el Ministerio de Salud Pública. 


Por lo tanto, creemos que la posición del Sindicato Médico -así lo ha determinado- es defender este proyecto de ley y apostar a que 
esta rama del Poder Legislativo lo lleve adelante, porque además ya existen contactos con la Cámara de Representantes y alguna 
posible iniciativa. Incluso, como ha ocurrido en otras oportunidades en el Parlamento, a veces se puede llegar a presentar más de 
un proyecto en una y otra Cámara. Consideramos que debemos apostar a este proyecto en esta Cámara -es decir, en la de 
Senadores- y por eso queremos dejar sentada oficialmente la posición del Sindicato Médico en el sentido de que le brindamos 
nuestro apoyo. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- En primer lugar, quiero agradecer la visita de los directivos del Sindicato Médico del Uruguay. 


En cuanto al proyecto de ley presentado por la señora Senadora Pou y el señor Senador García Costa, corresponde informarles 
que está en la Comisión de Constitución y Legislación del Senado. A mi pedido, en dicha Comisión se requirió la opinión de la 
Cátedra de Derecho Civil, Obligaciones y Contratos de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República y del ex 
catedrático de Derecho Civil de la mencionada Facultad, doctor Jorge Gamarra quien, como ustedes saben, es un muy destacado 
especialista que además ha escrito dos tomos sobre el tema "La Responsabilidad Civil Médica". Creemos que ya se ha hecho el 
trámite correspondiente, por lo que con seguridad en aproximadamente treinta días contaremos con la respuesta de la Cátedra de 
Derecho de Derecho Civil y del doctor Jorge Gamarra que, de acuerdo con la información que tiene la Comisión, ya se puso a 
trabajar sobre el tema. 


Era lo que quería informarles a fin de que tuvieran una idea acerca de la situación del trámite a nivel legislativo. 


SEÑORA POU.- Es un gusto recibir hoy aquí a los delegados del Sindicato Médico para escuchar sus opiniones sobre este 
proyecto que contiene las ideas del ex Senador Dardo Ortiz, las cuales trajimos en una tarea de arqueología legislativo-afectiva. 
Además, debo decir -aunque quizás por estar presente, no le guste- que también nos hemos sentido incentivados por muchos 
artículos y charlas con el doctor Turnes. Creo, además, que esto supone una toma de contacto con la realidad médica, que es 
cambiante. Seguramente, esto tampoco será para toda la vida, pero no hay duda de que se trata de una adecuación a las nuevas 
realidades y los nuevos tiempos de las mutualistas, de los médicos y de las técnicas. 


Asimismo, quisiera hacer una aclaración ya que, al pasar, en el artículo 2* del proyecto se estableció, no sé en cuál de las etapas: 
"La indemnización que comprenderá el total de daños patrimoniales, morales o por cualquier concepto, tendrá un mínimo de 
8.000 UR (ocho mil Unidades Reajustables)". Sin embargo, en lugar de utilizarse el término "mínimo" debería decir "máximo". Por 
cierto, además se aclara que "en caso de dolo, el importe referido se triplicará". 


Hemos hecho este esfuerzo porque han hecho carne en nosotros las conversaciones que mantenemos con profesionales que 
trabajan en el ámbito público, en el privado, a nivel individual y en Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. Fundamentalmente, 
queríamos destacar que el espíritu que más nos animó en esta iniciativa es el de proteger a los pacientes, porque el tema de la 
medicina defensiva creo que nos atañe. Por el hecho de que nosotros no somos médicos, formamos parte de la opinión pública que 
juega un partido muy importante que, a veces, es difícil de medir. En ese sentido, entiendo que el paciente a quien se le explica que 


con respecto a la responsabilidad médica se le pueden estar indicando veintisiete actos médicos que van desde una radiografía 
hasta todo aquello que forma parte de la técnica moderna, adquiere una conciencia importante sobre este tema. 


Me alegro de que el informe del señor Senador Correa Freitas vuelva a las fuentes. Nosotros aquí, incluso, hemos citado al doctor 
Gamarra, cuyas obras hemos leído, aunque no todas porque eso sería imposible. Fundamentalmente, el señor Senador García 
Costa y quien habla consultamos aquellas obras del doctor Gamarra que a nuestro juicio tenían que ver más con este tema. A raíz 
de ello, me parece que un aspecto importante -que se va a estar tratando en la Comisión correspondiente- es el relativo a la 
utilización de un término diferente en el artículo 4%, que dice lo siguiente: "La acción concedida al damnificado caduca de pleno 
derecho a los dos años contados desde que se produjera el daño". Considero que la sustitución del concepto de "prescripción" por 
el de "caducidad" no es menor, y supongo que no escapará a la atención de los involucrados en este tema. A mi juicio, acortar el 
plazo de la prescripción no es solución, ya que para el Código Civil hay presunción de pago y, por ende, no se impide el progreso 
de la acción. 


En cuanto a la fijación del plazo de dos años, pienso que es un aspecto que está abierto al debate. Después de algunas 
conversaciones que hemos mantenido, consideramos que lo correcto es escuchar las opiniones de quienes serán consultados al 
respecto. El hecho de fijar un plazo, seguramente no constituye un tema de carácter menor. De todas maneras, creo que la 
reducción del plazo de veinte años a cuatro o a dos años, en definitiva, implica ponerse más a tono con lo que es la vida humana. 
En casi todos los casos -al igual que en el que mencionaba el doctor, que lleva diecinueve años- puede ocurrir que con los plazos 
establecidos los procesos se continúen aunque la gente involucrada ya no esté. Por tal razón, quería aclarar este tema de la 
caducidad que, repito, no me parece que sea de carácter menor. 


Por consiguiente, nos mantenemos a la espera de que los compañeros Senadores de la Comisión que entiende en este asunto 
actúen rápidamente, sobre todo teniendo en cuenta que este proyecto tiene además la virtud de ser más corto. Con esto también 
queremos decir que seguramente habrá muchas otras cosas para reglamentar. Incluso, es posible que en el proceso de 
reglamentación de la ley se incluyan otros aspectos. De todos modos, creo que en estos cuatro artículos, por lo menos, está 
contenido el marco que encerraba el espíritu que nos inspiró al redactar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los representantes del Sindicato Médico del Uruguay y las aclaraciones que nos 
han formulado, ya que ello nos permite fijar posición para encarar el futuro trámite de esta iniciativa en el Plenario del Senado. 
Seguramente el proyecto de ley será considerado en ese ámbito a la brevedad. 


Nuevamente agradecemos la información que nos han aportado, fundamentalmente teniendo en cuenta que esta no es la Comisión 
en la que se encuentra a consideración el proyecto de ley, razón por la que valoramos mucho esta visita. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Médico del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


